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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de julio de 2025 dos 

mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone reforma el primer párrafo y la fracción V al artículo 227; se 

adiciona el segundo párrafo al artículo 227, recorriéndose en su orden, 

el subsecuente y el artículo 240 bis a la Ley para el Gobierno y 

Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato,, se señala 

lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 
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Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 1 de julio 

de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio del 

presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 25, celebrada el 3 tres de julio del año 2025 dos mil 

veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de 

la Iniciativa a las Magistradas y Magistrados que lo integran, para 

efecto de recabar sus consideraciones, y posteriormente conformar la 

opinión jurídica respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto 

por el artículo 27 fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 33, 

celebrada el 16 dieciséis de julio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó 
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este documento en los términos que más adelante se detallan; en 

consecuencia se conformó la actual opinión jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el Ayuntamiento de 

León, Guanajuato, a efecto de reformar el primer párrafo y la fracción 

V al artículo 227; se adiciona el segundo párrafo al artículo 227, 

recorriéndose en su orden, el subsecuente y el artículo 240 bis a la Ley 

para el Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de 

Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que 

a continuación se exponen: 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La iniciativa presentada por el Ayuntamiento de León refleja un 

esfuerzo institucional valioso al buscar optimizar los procedimientos de 

revocación y caducidad de concesiones mediante la intervención de 

dependencias técnicas especializadas, y establecer un marco 

normativo que regule el retiro digno de semovientes utilizados en tareas 

de seguridad pública. Ambas propuestas son reflejo de una 

administración moderna y sensible a los derechos de los animales y a 

la eficiencia administrativa. Sin embargo, existen algunos aspectos 

técnicos y operativos que convendría revisar, no como una crítica de 

fondo, sino como recomendaciones para fortalecer la certeza jurídica 

y la correcta aplicación práctica de lo propuesto. 
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IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa presentada por el Ayuntamiento de León, 

Guanajuato, propone, primeramente, la reforma al primer párrafo y la 

fracción V, del artículo 227 de la Ley para el Gobierno y Administración 

de los Municipios del Estado de Guanajuato, para establecer la 

delegación de la facultad que actualmente tienen los Ayuntamientos 

como órgano colegiado para substanciar los procedimientos de 

revocación y caducidad de las concesiones, y, en su caso, lo 

substancie una dependencia de la administración pública 

centralizada que elabore un dictamen o proyecto de resolución que 

se ponga a consideración del Ayuntamiento y éste emita la resolución 

correspondiente, con el objetivo de que los dictámenes sean 

elaborados por personal especializado con conocimiento técnico y 

operativo, delegándose a través de un reglamento o acuerdo. 

En segundo término, la iniciativa propone la adición del artículo 

240 bis, que contemple la donación de los semovientes que formaron 

parte del servicio de seguridad pública a particulares, priorizando un 

retiro digno, toda vez que únicamente se contempla la donación de 

bienes del dominio privado del Municipio a favor de instituciones 

públicas o privadas que representen un beneficio social para el 

Municipio y que no persigan fines de lucro. Ello, con el propósito de 

ampliar las posibilidades para que los semovientes vivan el resto de su 

vida en condiciones más adecuadas y garantizar un retiro de manera 

ética y respetuosa. 
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V. COMENTARIOS PARTICULARES: 

❖En cuanto a la propuesta de reforma al primer párrafo y la 

fracción V, del artículo 227. 

El artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece la base constitucional del municipio libre, 

reconociéndolo como el núcleo básico de la división territorial y 

organización política-administrativa de los Estados. Su enfoque central 

es garantizar la autonomía municipal para gestionar su gobierno, 

administración y recursos, constituyendo los puntos clave de la 

autonomía municipal los siguientes: 1) Cuentan con personalidad 

jurídica y manejan su patrimonio de forma independiente; 2) El 

Ayuntamiento como autoridad máxima municipal se elige por voto 

popular directo y ejerce funciones ejecutivas y administrativas; 3) Los 

Municipios prestan servicios públicos básicos; 4) Tienen la facultad de 

administrar libremente su hacienda, recaudando impuestos, derechos 

y contribuciones conforme a la ley y; 5) Pueden emitir bandos de 

policía y buen gobierno, reglamentos y circulares dentro de su 

jurisdicción. 

Por su parte, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Guanajuato, en los numerales 106 y 107, igualmente, reconoce al 

Municipio Libre como la base de la división territorial del Estado y de su 

organización política y administrativa, estableciendo la forma de 

gobierno a través del Ayuntamiento, y señalando que la competencia 

de estos se ejercerá en forma exclusiva y sin autoridad intermedia entre 

los Ayuntamientos y el Gobierno del Estado. 



 

6 

 

Por lo anterior, entre las atribuciones de los ayuntamientos, se 

encuentra, entre otras, la de otorgar concesiones para el uso, 

aprovechamiento y explotación de los bienes inmuebles del dominio 

público municipal, así como de los servicios públicos, en virtud de que, 

aunque es responsabilidad de los ayuntamientos la prestación de los 

servicios públicos a través de las dependencias y paramunicipales, 

pueden prestarlos también a través de particulares mediante el 

otorgamiento de concesiones, con excepción de los servicios públicos 

de seguridad pública, policía preventiva y tránsito. 

Asimismo, los artículos 213 a 229 de la Ley para el Gobierno y 

Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato, regulan los 

aspectos principales en cuanto al otorgamiento de concesiones 

municipales, señalando, primordialmente, los siguientes puntos: 

▪ Responsabilidad y concesión: los Ayuntamientos son 

responsables de prestar servicios públicos, ya sea directamente o 

a través de entes paramunicipales, pudiendo el Ayuntamiento 

otorgar concesiones a particulares mediante aprobación de 

mayoría calificada.  

▪ Restricciones: No pueden recibir concesiones los integrantes del 

Ayuntamiento; titulares de dependencias y paramunicipales 

federales, estatales o municipales; cónyuges o parientes hasta 

segundo grado de los anteriores; personas o empresas que hayan 

perdido concesiones por revocación en los últimos cinco años; 

empresas con participación de los sujetos prohibidos y; personas 

que presenten información falsa o actúen con dolo.  
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▪ Bases para otorgarlas: Debe justificarse la imposibilidad o 

conveniencia de no prestar el servicio directamente, publicarse 

la convocatoria en el Periódico Oficial, Gaceta Municipal y diario 

local; como requisitos se prevén la capacidad técnica, 

administrativa, financiera y declaración de no incurrir en 

prohibiciones y el establecer régimen jurídico, garantías, 

vigilancia y condiciones de prestación.  

▪ Vigilancia: Cuando la prestación sea directa por el 

Ayuntamiento, la supervisa la Presidencia Municipal o la persona 

titular de los órganos municipales respectivos; si es concesionada 

la prestación, se ajusta a la Ley y reglamentos municipales. 

▪ Procedimiento de obtención: 1) Se requiere una solicitud escrita 

dirigida a la autoridad municipal que señale la convocatoria; 2) 

En caso de necesitarse aclaraciones o completarse, se subsanará 

en el término de cinco días hábiles; 3) Concluido el periodo de 

recepción de solicitudes, los ayuntamientos formarán una 

comisión técnica especializada en el servicio público, que 

deberá rendir un dictamen técnico sobre el cual el Ayuntamiento 

emitirá la resolución correspondiente en el término de treinta días. 

▪ Título-concesión: Deberá de incluir los datos del concesionario, 

servicio, lugar, derechos y obligaciones, plazo, cláusula de 

reversión, causas de extinción, autoridad emisora y demás 

disposiciones. 
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▪ Vigencia: Por tiempo determinado y prorrogable. Si excede 

periodo del Ayuntamiento, debe contemplar ratificación y 

revisión por administraciones siguientes. 

▪ Autorizaciones previas: Antes de iniciar operaciones, deben 

gestionarse permisos y licencias, y las obras o instalaciones deben 

estar aprobadas y supervisadas.  

▪ Obligaciones del concesionario: Prestar el servicio con eficiencia, 

cumplir pagos a Tesorería, mantener el equipo, asegurar bienes y 

personas, respetar tarifas, garantizar cumplimiento y demás 

previstas por ley.  

▪ Competencia del Ayuntamiento: Vigilar cumplimiento, modificar 

títulos, verificar instalaciones, extinguir concesiones, ocupar 

temporalmente el servicio, ejercer reversión y rescatar por utilidad 

pública.  

▪ Extinción y causas: 1) Cumplimiento del plazo; 2) Revocación; 3) 

Caducidad; 4) Rescate y; 5) Cualquiera otra prevista en el título-

concesión. 

▪ Procedimiento de revocación y caducidad: Se iniciará de oficio 

o a petición de parte, notificando el inicio del procedimiento al 

concesionario en forma personal. Posteriormente, se abrirá un 

período probatorio por el término de quince días hábiles y se 

desahogarán las pruebas en el día y hora que fije la autoridad 

municipal. Al cierre de la instrucción, la autoridad dictará la 

resolución en el término de diez días hábiles. 
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Entonces, se desprende que las concesiones municipales otorgan 

el derecho temporal de usar recursos municipales o ejercer actividades 

de interés público, bajo condiciones específicas y permiten a 

particulares prestar servicios públicos y de su correcta operación 

depende el acceso de la población a servicios de calidad. Por ello, su 

otorgamiento, supervisión, revocación o renovación deben de ser 

resultado de un análisis objetivo y justificado, con una evaluación que 

valore aspectos técnicos, legales y financieros realizada por personal 

capacitado.  

En relación con la reforma al artículo 227, es importante reconocer 

que la delegación de la sustanciación del procedimiento hacia una 

dependencia técnica puede agilizar los trámites y aprovechar la 

especialización del personal operativo. Sin embargo, es recomendable 

precisar que esta dependencia no sustituye al Ayuntamiento en la 

decisión final, preservando así el carácter colegiado de la resolución, 

lo cual sí se respeta en la iniciativa, pero sería conveniente reforzar ese 

límite expresamente en la ley para evitar interpretaciones extensivas. 

En teoría, la dependencia técnica erige un filtro especializado 

(pericial y documental), pero, de no establecerse mecanismos claros 

de revisión o validación por el Ayuntamiento o por comisiones de este, 

podría devenir en decisiones automáticas que no contemplen el 

contexto social o las consideraciones sociopolíticas de cada caso. Si la 

misma dependencia técnica que formula el dictamen para la 

revocación de una concesión es, a su vez, la encargada de supervisar 

o vigilar el cumplimiento de dicha concesión, surge una clara situación 
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de doble rol y consecuentemente un potencial de conflicto de interés. 

Esta concatenación de funciones concentra en un solo ente poderes 

técnicos y sancionadores, lo cual puede debilitar la independencia del 

proceso y dar origen a prácticas de favoritismo o represalias. Para 

mitigar este riesgo, sería recomendable que el dictamen técnico 

emane de una unidad distinta a la que realiza la fiscalización, aunque 

ambas dependan de la misma Dirección de Servicios Públicos, 

minimizando riesgos y buscando garantizar la objetividad y la ausencia 

de influencia indebida. 

La propuesta de reforma a dicho artículo pretende que el 

Ayuntamiento continúe con la facultad de resolver el procedimiento 

en su etapa final, pero en cuanto a la substanciación del 

procedimiento, se establezca que sea iniciado y tramitado por la 

dependencia municipal que el Ayuntamiento determine en el 

reglamento o acuerdo correspondiente, para que sea ésta la que 

emita un dictamen con el que pueda resolver el Ayuntamiento.  

Lo anterior, se estima, que es coherente con el principio de 

autonomía municipal y desconcentración administrativa para que la 

administración pública municipal pueda crear unidades 

especializadas para tareas técnicas, siempre que sean parte del 

Ayuntamiento. De igual manera, al establecer la delegación de la 

facultad únicamente en cuanto a la fase procedimental, respeta el 

principio de no delegación de competencias esenciales, como lo es la 

decisión final del procedimiento, quedando dicha delegación 

expresamente regulada y brindando certeza jurídica a un proceso que, 
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en la práctica, ya se podría estar delegando parcialmente mediante 

manuales, reglamentos o acuerdos internos. 

Empero, se estima conveniente que el reglamento municipal en la 

materia, especifique la dependencia responsable, etapas y plazos, y 

mecanismos de supervisión del Ayuntamiento. 

Por citar algunos ejemplos, actualmente, los reglamentos 

municipales en cuanto a la facultad de substanciación del 

procedimiento de revocación de concesiones y permisos, señalan lo 

siguiente: 

Normativa Facultad 

Reglamento de Concesiones 

para el Municipio de Guanajuato. 

Artículo 70.- La revocación de 

las concesiones se dictará por la 

Comisión Técnica Especializada, 

previo desahogo del siguiente 

procedimiento: […] 

Artículo 76. El Ayuntamiento 

determinará a la Dependencia 

instructora para desahogar los 

procedimientos de este capítulo. 
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Reglamento Orgánico de la 

Administración Pública Municipal 

de Irapuato. 

En cuanto a concesiones de 

servicio público de transporte:  

Artículo 144. El Director 

General de Movilidad y 

Transporte, además de las 

atribuciones comunes para los 

titulares de dependencia, tiene 

las siguientes: 

XI. Instaurar y desahogar el 

procedimiento de revocación de 

las concesiones, sometiendo a 

consideración del Ayuntamiento 

el dictamen que corresponda; 

Reglamento de Concesiones 

del Municipio de Celaya. 

Artículo 48. En el caso en que 

el Ayuntamiento declare la 

revocación o caducidad de una 

concesión, por causa imputable 

al concesionario, los bienes 

materia de la concesión, sus 

mejoras y accesorios 

revertirán de pleno derecho al 

Municipio, sin pago de 

indemnización alguna al 
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concesionario, haciéndose 

efectivas a favor del Municipio las 

garantías respectivas. 

 

El procedimiento de 

revocación y caducidad se 

substanciará por la dependencia 

convocante de la concesión y 

será resuelta por el Ayuntamiento 

conforme al artículo 43 del 

presente reglamento en términos 

de la Ley 

Reglamento de Concesiones 

del Municipio de Villagrán. 

Artículo 47. En el caso en que 

el Ayuntamiento declare la 

Revocación o Caducidad de una 

Concesión, por causa imputable 

al Concesionario, los bienes 

materia de la Concesión, sus 

mejoras y accesorios revertirán de 

pleno derecho al Municipio, sin 

pago de indemnización alguna al 

Concesionario, haciéndose 

efectivas a favor del Municipio las 

garantías respectivas. 



 

14 

 

El procedimiento de 

Revocación y Caducidad se 

substanciará y resolverá por el 

Ayuntamiento conforme al 

artículo 46 del presente 

Reglamento en términos de la 

Ley. 

 

Se vislumbra, entonces, que existen Municipios que sí contemplan 

la facultad de substanciación del procedimiento de revocación de 

concesiones a una dependencia de la administración pública 

centralizada y, por ejemplo, en el caso del municipio de Villagrán, sí se 

substancia y resuelve por el Ayuntamiento como órgano colegiado.  

Por lo tanto, se desprende que la citada propuesta de reforma al 

artículo 227, abarca la regulación de una práctica existente, para 

efecto de que no exista un vacío legal, se otorgue mayor certeza 

jurídica, y no se invalide un procedimiento por violación al principio de 

legalidad, asegurando que la fase técnica se lleve a cabo por áreas 

competentes, respetando la legalidad y el debido proceso, y la 

resolución final continúe siendo del Ayuntamiento como órgano 

colegiado.  
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❖ En cuanto a la propuesta de adicionar el artículo 240 Bis a la 

Ley para el Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de 

Guanajuato. 

 

Respecto a la adición del artículo 240 Bis, la propuesta es 

innovadora y pertinente, al reconocer a los semovientes como bienes 

sujetos a un tratamiento especial debido a su condición de seres 

sintientes. No obstante, sería prudente definir de forma precisa qué 

animales quedan comprendidos bajo el concepto de “semovientes”, 

para evitar interpretaciones extensivas o erróneas en su aplicación, 

máxime que  puede incluir ganado, animales de corral, granja, 

animales de compañía, aves de corral entre otros.  

Otro aspecto a considerar es la necesidad de establecer criterios 

objetivos claros para determinar quién califica como adoptante 

idóneo, sobre todo al establecer la posibilidad de donación a 

particulares. Ello permitiría garantizar un enfoque de bienestar animal 

real y evitaría que, pese a las buenas intenciones, estos animales sean 

entregados a personas sin la capacidad adecuada para su cuidado. 

Además, sería recomendable precisar el alcance y 

funcionamiento del protocolo de seguimiento, definiendo aspectos 

como el número y frecuencia de visitas domiciliarias, el contenido 

mínimo de los informes de condición de vida, y los mecanismos 

efectivos para la aplicación de la reversión. De no establecerse estos 
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elementos, existe el riesgo de que el control del bienestar de los 

animales adoptados quede en un plano meramente formal. 

Desde la perspectiva contable y administrativa, es importante 

recordar que cualquier baja de patrimonio municipal (como podrían 

ser los semovientes) debe ajustarse a las disposiciones internas y 

avaladas por los organismos internos de control. La iniciativa hace 

referencia a la baja patrimonial, pero sería recomendable precisar en 

el texto que el proceso debe realizarse conforme a la legislación 

aplicable en materia contable y fiscal, para evitar observaciones por 

parte de órganos de control y fiscalización. 

Finalmente, en ambos temas es aconsejable valorar la emisión de 

lineamientos técnicos complementarios o un reglamento tipo desde el 

ámbito estatal, que apoye a los municipios en la implementación 

práctica de estas reformas. Esto aseguraría una aplicación 

homogénea y técnica adecuada en todo el estado, permitiendo que 

la iniciativa alcance plenamente sus objetivos de eficiencia 

administrativa y protección animal, respetando la autonomía 

municipal y los principios de legalidad y seguridad jurídica. 

En México, la protección animal ha experimentado un notable 

avance en las últimas décadas, pasando de ser un tema casi invisible 

en la legislación a ocupar un lugar relevante en las agendas políticas y 

sociales. El reconocimiento de los animales como seres sintientes, la 

tipificación de actos de crueldad como delitos y la creación de 

normativas estatales específicas reflejan un cambio de conciencia 
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impulsado por la sociedad civil, organizaciones de protección animal 

y disposiciones de origen internacional. 

A nivel federal, la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, desde el año 20241, en el artículo 4, párrafo séptimo, se 

elevó a rango constitucional la prohibición del maltrato a los animales. 

Asimismo, la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente, en su artículo 87 Bis 2, señala que el Gobierno Federal, las 

entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales 

de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, regularán el trato digno y respetuoso que deberá darse 

a los animales, formulándose la regulación al respecto bajo los 

siguientes principios básicos:  

▪ Suministrar a los animales agua y alimentos suficientes.  

▪ Proporcionar a los animales un ambiente adecuado para su 

descanso, movimiento y estancia. 

▪ Suministrar atención médica preventiva y en caso de 

enfermedad, brindad tratamiento por un médico veterinario.  

▪ Permitir a los animales la expresión de su comportamiento natural. 

▪ Brindar un trato y condiciones que procuren su cuidado 

dependiendo de la especie. 

 

1 Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de diciembre de 2024. 
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Ahora bien, los bienes semovientes son aquellos que tienen la 

capacidad de moverse por sí mismos2, es decir, que pueden 

desplazarse sin la ayuda de agentes externos, refiriendo principalmente 

a los animales vivos, como el ganado, las aves de corral, animales de 

granja, animales de compañía, entre otros. Al respecto, si bien el 

Código Civil Federal3 no contempla la definición de bienes 

semovientes, sí define a los bienes muebles en el artículo 753, señalando 

que “son muebles por su naturaleza, los cuerpos que pueden 

trasladarse de un lugar a otro, ya se muevan por sí mismos, ya por 

efecto de una fuerza exterior” cuya similitud encuentra similitudes. De 

igual forma, el artículo 750 del mismo Código, en su fracción X, señala 

que son bienes inmuebles “los animales que formen el pie de cría en los 

predios rústicos destinados total o parcialmente al ramo de ganadería; 

así como las bestias de trabajo indispensables en el cultivo de la finca, 

mientras están destinadas a ese objeto”. 

A nivel local en las entidades federativas, no se prevé 

específicamente la definición de “bienes semovientes” o el supuesto 

específico de donación de estos, sino que únicamente consideran la 

definición de bienes muebles sin distinción, entendiéndose, entonces, 

que la donación se maneja de forma similar a la donación de bienes 

de dominio privado. Adicionalmente, en las entidades federativas, se 

 

2 Definición contenida en el Diccionario de la Real Academia Española. 

https://dle.rae.es/semoviente  

3 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CCF.pdf  

https://dle.rae.es/semoviente
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CCF.pdf
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contempla disposiciones genéricas en materia de bienestar animal y 

lineamientos generales de baja de bienes patrimoniales.  

Por ejemplo, en la Ciudad de México, la Ley de Protección a los 

Animales de la Ciudad de México4, artículo 5, fracción Vll, señala que 

todo animal de trabajo tiene derecho a una limitación razonable del 

tiempo e intensidad de trabajo, a una alimentación reparadora y al 

reposo, y establece lineamientos de retiro digno, sin regular 

expresamente la donación.  

Conjuntamente con lo anterior, un ejemplo  de regulación a nivel 

municipal, son los Lineamientos para el Alta, Baja y Destino Final de los 

Ejemplares Caninos del Ayuntamiento de Puebla5, cuyo artículo 59 

establece que los ejemplares caninos son patrimonio del 

Ayuntamiento, y por su naturaleza se deberá proporcionar un trato 

humanitario, digno, con enfoque bioético y deontológico, y el artículo 

68 señala que la eutanasia se podrá realizar como recurso humanitario 

en ejemplares caninos que, una vez agotadas las posibilidades 

médicas, no presenten respuesta satisfactoria. Sin embargo, 

únicamente se contemplan los agentes caninos, y no como definición 

 

4 

https://www.congresocdmx.gob.mx/media/documentos/19078e2d6b6bd459d8636cb980f5

f1d8fb6a1647.pdf  

5 

https://gobiernoabierto.pueblacapital.gob.mx/transparencia_file/ssptm/77.fracc.01/lins_alt

a_baja_dstn_fin_ejem_cani..pdf  

https://www.congresocdmx.gob.mx/media/documentos/19078e2d6b6bd459d8636cb980f5f1d8fb6a1647.pdf
https://www.congresocdmx.gob.mx/media/documentos/19078e2d6b6bd459d8636cb980f5f1d8fb6a1647.pdf
https://gobiernoabierto.pueblacapital.gob.mx/transparencia_file/ssptm/77.fracc.01/lins_alta_baja_dstn_fin_ejem_cani..pdf
https://gobiernoabierto.pueblacapital.gob.mx/transparencia_file/ssptm/77.fracc.01/lins_alta_baja_dstn_fin_ejem_cani..pdf
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extensiva de “semovientes” que formen parte del patrimonio 

municipal.  

En conclusión, en México, las legislaciones estatales y municipales 

no contemplan de forma expresa la figura de retiro o donación de 

animales de trabajo o de bienes semovientes, en virtud de que se 

tratan genéricamente como bienes muebles dentro del patrimonio 

municipal, sin categoría diferenciada, creando lagunas jurídicas que 

dificultan regular de forma clara la disposición final de estos animales 

sintientes tras su vida útil operativa. 

CONCLUSIONES:  

1.- En conclusión, la iniciativa presentada por el Ayuntamiento 

de León refleja un avance positivo hacia la modernización 

administrativa y el respeto por el bienestar animal.  

2.- La delegación de la fase procedimental en materia de 

revocación y caducidad de concesiones, así como el establecimiento 

de reglas claras para el retiro digno de semovientes, son medidas que 

contribuyen a fortalecer la autonomía municipal y optimizar la gestión 

de los recursos públicos. Ambas propuestas se alinean con principios 

constitucionales y tendencias administrativas contemporáneas. 

No obstante, para consolidar sus efectos positivos, será 

recomendable que durante el proceso legislativo se introduzcan 

ajustes que precisen conceptos clave, eviten posibles conflictos de 

interés entre dependencias municipales, y establezcan protocolos 

operativos claros para la supervisión de animales donados. De esta 
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manera, se asegurará que la reforma no solo sea jurídicamente viable, 

sino también funcional y efectiva en su aplicación práctica, 

garantizando la protección de los derechos tanto de los 

concesionarios como de los animales en retiro. 

Finalmente, se reitera el compromiso por parte de este Tribunal 

de Justicia Administrativa para continuar trabajando de la mano de 

los poderes del estado y diversos organismos autónomos a fin de 

garantizar una adecuada administración de los recursos públicos.  

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, construir un mejor estado de derecho y 

proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus derechos 

humanos, reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

 


